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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 876/2025-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

ORGANISMO INTERMUNICIPAL DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ (INTERAPAS).
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR.

San Luis Potosí, S.L.P., veinte de agosto de dos mil veintiséis. 
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 876/2025-3, promovido por la persona moral denominada**********en contra del Titular de la Dirección De Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); y

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha catorce de agosto de dos mil veinticinco, compareció ********** quien comparece en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral denominada **********demandando a las siguientes autoridades:  el Titular de la Dirección De Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); por la nulidad del siguiente acto: 
“…El oficio con número de ********** firmado por la(…),  encargada de LA DIRECCION DE COMERCIALIZACION DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, en el cual determina improcedente, una atenta solicitud de ajuste a la facturación del servicio de agua potable y confirma el cobro de $59,246.49 (CINCUENTA Y NUEVE MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y SEIS PESOS 49/100 M.N.).

El pago por consumo de agua constituye una contribución en su modalidad de derecho a cargo de los particulares y, por tanto, debe considerarse como un crédito fiscal, y el oficio **********, de fecha 09 DE JUNIO DE 2025, pone fin al procedimiento y confirma el cobro de ********** del recibo FOLIO IN0310642.

II.- Por auto de fecha veintisiete de agosto de dos mil veintiséis, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera.

III.-Por proveído de fecha veintisiete de enero de dos mil veintiséis, se tuvo a la demandada por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestará lo que a su derecho correspondía, se admitieron las pruebas correspondientes de las partes, y se admiten las pruebas ofrecidas, se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.-Con fecha veinte de febrero de dos mil veintiséis,  tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon por las partes; se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9°, fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí y 1°, 2°, 161, 174, 175, 176, y 177 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí;  y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter fiscal suscitada entre un particular y un Organismo Público Intermunicipal, actuando éste como autoridad, ambos de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La personalidad del representante legal de la persona moral actora, se tiene por acreditada conforme al segundo párrafo del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del Instrumento Notarial otorgado por la sociedad actora, protocolizado ante la fe del Notario Público número **********, con ejercicio en el esta ciudad, documental que obra en foja 23 a la 26 del expediente en que se actúa; asimismo, acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con la copia del acto impugnado, visible en fojas 31 a  la 34 de este sumario.

De igual forma, la personalidad y legitimidad de las demandadas, se encuentra legalmente acreditadas, quienes comparecieron por conducto  con la copia certificada relativa a su nombramiento, visible en fojas 58 del sumario, que acredita el carácter con que comparece, conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
 Las documentales públicas anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, al ser expedidas por fedatario y servidores públicos en ejercicio de sus funciones.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, del escrito inicial de demanda, lo constituye la legalidad o ilegalidad de: La Resolución contenida en el oficio con número de Folio **********, de fecha 09 de junio de 2025, emitido por la  encargada de la Dirección de Comercialización Del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, en el cual determina improcedente, la solicitud de ajuste a la facturación del servicio de agua potable y confirma el cobro de **********
Y el pago por consumo de agua contenido en el recibo Folio  IN0310642,  donde consta el cobro por la cantidad de ********** 
Actos administrativos que determina la presente controversia, visibles en fojas 31 a la 34 de este sumario, los cuales fueron exhibidos en copia por la parte actora conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- La parte actora, ofreció como medios probatorios en su escrito de demanda para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, la instrumental de actuaciones y la presuncional;  las documentales que se encuentran visibles en fojas 31 a la 51 de este sumario,  mismas que fueron admitidas y desahogadas según su naturaleza, consistentes en:  la Resolución contenida en el oficio con número de Folio **********, de fecha 09 de junio de 2025 derivado del Estado de Cuenta con folio  IN0310642, con período de vencimiento 19/05/2025, por la cantidad de **********cedula de notificación de fecha 20 de junio de 2025;  El Aviso de alerta de alto consumo folio **********; Acuse de recibido de fecha 14 de mayo de 2025, en el cual se informaron fugas y donde se  expresó la inconformidad por el cobro excesivo anormal del consumo de agua; Oficio folio **********; Acuse de recibido de fecha 20 de mayo de 2025, en el cual se solicita nuevo medidor  INTERAPAS;  Constancia de instalación de nuevo medidor de consumo de agua potable con válvula de aire; Escrito signado por el actor dirigido a la demandada donde solicita el Reajuste al cobro del recibo de folio con folio  IN0310642, con periodo de vencimiento 19/05/2025. 
Documentales los cuales hacen prueba plena para acreditar lo inserto en ellos,  conforme lo establecido en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado al no ser desvirtuadas en su alcance y contenido y por ser expedidas por fedatario y servidores públicos en ejercicio de sus funciones,  y que obran en autos de este procedimiento
En cuanto a las autoridades demandadas ofrecieron en su escrito de contestación de demanda la Presuncional Legal y Humana y la Instrumental de Actuaciones, la confesional expresa e derivadas de las manifestaciones vertidas  por el actor; y  la Copia certificada del nombramiento que le fue otorgado para acreditar la personalidad con que comparece en este procedimiento contencioso; Copia certificada hoja de trabajo de toma de lectura correspondiente en el domicilio de la sociedad actor.
Documentales los cuales hacen prueba plena para acreditar lo inserto en ellos, conforme lo establecido en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado al no ser desvirtuadas en su alcance y contenido y por ser expedidas por fedatario y servidores públicos en ejercicio de sus funciones,  y que obran en autos de este procedimiento
QUINTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir su contestación de demanda que obra en fojas 65 a la 73 de este sumario, señala  que los actos impugnados se encuentran dentro de los supuestos de legalidad, que no existe la falta de fundamentación y motivación que aduce el actor; ofreció una medida conciliatoria de la cual el actor. A ese respecto, debe señalarse que dichas causales deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio. 

Sirve de apoyo, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible conforme a lo siguiente: Registro: 187973, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dispone: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

Asimismo objeto las pruebas ofrecidas por la  parte actora en su escrito inicial de demanda,  en cuanto a su alcance y valor probatorio que le pretende atribuir a las mismas.
En ese contexto, debe señalarse por parte de esta Sala Unitaria, que conforme a lo dispuesto por los artículos 100, 119 y 122 fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado, la objeción de pruebas puede ser en cuanto a su autenticidad o referente a su alcance y valor probatorio; cuando se refute su alcance y valor probatorio, por lo que su argumentación únicamente constituye una oposición a la pretensión del oferente que desea que esos medios de convicción sean dignos de valor al momento de emitirse la sentencia respectiva, caso en el cual, será necesario que quien la promueva precise las razones que tiene para ello y señale las pruebas que sustenten sus afirmaciones, lo cual no ocurrió en el  caso que nos ocupa.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Por otra parte se advierte por esta Tercera Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad planteados por el actor. 
SEXTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 6 a la 15 de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable la Tesis de Jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer…”

SEPTIMO.- Precisado lo anterior, se procede al estudio y resolución de fondo del apartado de VII” UNA RELACION CLARA Y SUCINTA DE LOS HECHOS QUE CONSTITUYAN LOS ANTECEDENTES DE LA DEMANDA” y los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora en  su escrito de demanda, el cual se examina en concatenación lo peticionado en su escrito donde solicita el Reajuste al cobro del recibo de folio con folio IN0310642, asimismo se examinan con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes.
Apoya lo antes dicho la Tesis Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito, Registro 2011406, Décima Época,  Publicación: viernes 08 de abril de 2016, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”

Señalándose que el concepto de impugnación se analizará a la luz del Principio de Litis Abierta, atentos a lo dispuesto por el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado; en cuyo caso, con relación a dicho principio e interpretación, en el juicio contencioso administrativo local, debe entenderse que la parte actora puede formular conceptos de impugnación en contra de la resolución que se impugna y los vertidos en su escrito de fecha 06 de junio de 2025, signado por el actor dirigido a la demandada donde solicita el Reajuste al cobro del recibo de folio con folio  IN0310642, con periodo de vencimiento 19/05/2025, que es el origen de la resolución que se analiza y del refiere violaciones respecto al estado de cuenta folio en comento; habida cuenta que, el principio de litis abierta es una institución que permite la libre expresión de argumentos en el juicio contencioso administrativo, inclusive de los no planteados en el recurso administrativo, lo que implica, además, que pueda señalarse como acto impugnado, simultáneamente a la resolución recaída al recurso, la recurrida en sede administrativa. Y además, lo expuesto en los conceptos de impugnación, debe concatenarse con lo expresado en cualquier apartado de su escrito de demanda, con el objeto de realizar su estudio integral y ubicar la causa de pedir, numeral que a la letra refiere: 

“Artículo 217. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este Código. 

“A falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.

“Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.

“Asimismo, cuando la resolución a un recurso administrativo declare por no interpuesto o lo deseche por improcedente, el juicio contencioso administrativo procederá en contra de la resolución objeto del recurso, pudiendo en todo caso hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.”

[Énfasis añadido]
Apartado de VII” UNA RELACION CLARA Y SUCINTA DE LOS HECHOS QUE CONSTITUYAN LOS ANTECEDENTES DE LA DEMANDA, que en la parte que interesa refiere:
“…2. (…)”
“…La lectura anterior es de (…), y la lectura registrada fue (…), ósea una diferencia de 1855 metros cúbicos, siendo esto imposible, pues estamos hablando de 1,855 UN MILLON OCHOCIENTOS CINCUENTA Y CINCO LITROS.”

“…En relación al consumo de agua potable en promedio mi representada facturaba cerca de 20 metros cúbicos, como se puede apreciar en el historial que la misma autoridad monopólica registra(…).”

“…4. Para tales efectos, (…), presento oficio para  informar que no se encontraron fugas y expresar la inconformidad por el cobro excesivo anormal del consumo de agua, solicitando se realicen las revisiones técnicas pertinentes, asi como expresar los volúmenes de consumo históricos…”
Concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere:

“PRIMERO.- (…).

“…En ese sentido la autoridad municipal funda y motiva indebidamente el oficio (…), en el cual determina IMPROCEDENTE una atenta solicitud de ajuste a la facturación del servicio de agua potable y confirma el cobro de **********ya que los fundamentos que cita son ociosos, inaplicables y en ninguno de ellos fundamenta debidamente su actuar.”
“…La autoridad estaba obligada a precisar cuál fue la metodología que utilizó para determinar la improcedencia de la solicitud y establecer de manera clara los supuestos impedimentos para tomar lectura del medidor, y el justificar porque no tomar en cuenta las lecturas del  nuevo medidor, además de ser omisa en dictar las directrices para esclarecer o investigar el alto consumo irreal (…).”
“SEGUNDO.- (…).”

“…Bajo esa tesitura, (…).en este caso esclarecimiento del consumo irreal que se le imputa arbitrariamente a mi representada, pues a la fecha la autoridad no ha informado detalladamente el supuesto excesivo consumo de agua potable…”
“TERCER.- (…).”
“…Así entonces, si la autoridad refiere que no pudo tomar lectura del medidor de agua potable, debido optar por el consumo presuntivo, mismo que contemplan los artículos 227 y 228 de la Ley de Aguas (…).”
“…En razón de las consideraciones aquí vertidas,  (…), pues imposible que mi representada consuma cerca de 2 millones de agua potable, siendo lo habitual y promedio 20 metros cuadrados, la autoridad debió determinar un consumo presuntivo (…), volumen registrado el periodo próximo pasado (20 metros cúbicos).”

Escrito donde solicita el Reajuste al cobro del recibo de folio con folio IN0310642, que en la parte que interesa refiere:
“Por este conducto, realizar manifestaciones sobre el oficio ********** notificado personalmente a mi representada el día 29 de mayo de 2025, respecto a una inconformidad por el cobro excesivo y atípico, respecto del servicio de agua potable (…).”
SOLICITO:

“UNICO. Con base en lo anteriormente expuesto y de acuerdo con lo establecido en el citado Decreto 0059, (…).”

Del estudio de los conceptos de impugnación citados, se determina que resultan fundados y suficientes, para determinar la ilegalidad y nulidad de los actos impugnados. 

Para evidenciar los motivos por los que se formula esa determinación, es preciso relatar que se desprende que la materia en esta controversia es de naturaleza fiscal, pues el cobro impugnado que deriva del Estado de cuenta con Folio  IN0310642,  donde consta el cobro por la cantidad de **********, que es el origen del diverso acto impugnado consistente en la  Resolución contenida en el oficio con número de Folio **********, de fecha 09 de junio de 2025, emitido por la  demandada, es un crédito fiscal conforme lo dispuesto por los artículos 178 de la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí; 51, 52, 56 y 57 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí; y 7º fracción I inciso c), del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
Bajo ese contexto, del examen practicado al texto integral de la resolución dictada en el oficio con número de Folio **********, dictada por el estado de cuenta en mención, en la cual resuelve declarar improcedente la solicitud de reajuste al cobro de ese estado de cuenta,  afirmando que  derivado de lo no toma de lectura se promediaron los 20 m3 a los que hace referencia, durante 3 periodos y al recuperarse lectura el día 14 de abril del 2025 del 2025, es cuando se realiza la refacturación de su cuenta, de acuerdo a los sustentado en el decreto 0059, artículo 9 párrafo cuarto de la Ley de Cuotas y tarifas para la prestación de servicios públicos de agua potable que describe.
Omite analizar con profundidad y circunstanciadamente las circunstancias que le fueron expuestas en el escrito de solicitud de la parte actora, en cuanto al porque solicita el Reajuste al cobro del recibo de folio con folio IN0310642, y de las inconformidades por el cobro excesivo y atípico, respecto del servicio de agua potable que le fue aplicado, al no haber tomado las lecturas del medidor que esta  visible en su domicilio, lo cual no fue atendido debidamente por la autoridad demandada en su resolución, de ahí lo fundado del concepto que se analiza.
Argumentos que señala la hoy actora,  en su escrito de fecha 06 de junio de 2025, el cual puede se analizado por esta Sala Unitaria al ser ofrecido por el accionante en su escrito de demanda visible en fojas 51 de este sumario, el cual tiene valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en él,  conforme lo establecido en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

En ese tesitura, se desprende que si bien la autoridad demandada en la resolución que se analiza, se pronunció con relación a lo que argumentó de la improcedencia de su solicitud respecto de que de la no toma de lectura se promediaron los 20 m3 a los que hace referencia, durante 3 periodos y al recuperarse lectura el día 14 de abril del 2025 del 2025, es cuando se realiza la refacturación de su cuenta; también lo es, que dichos argumentos son insuficientes para sustentar fundadamente y motivadamente la procedencia del cobro que aplica y sostiene en el  Estado de Cuenta folio IN0310642, ya que debió atender de forma real y conforme a la normatividad aplicable al caso que nos ocupa,  si procedía o no el cobro de las cantidades que se determinaba en el estado de cuenta en cita, en el domicilio de la parte actora, al cual le había instalado un medidor nuevo con fecha 23 de mayo de 2025 y cuyo domicilio le había sido reportado  fuga en la red de  interna de conducción de agua, según consta en el escrito que le fue presentado por la acciónate con fecha 14 de mayo de 2025, del cual no se manifestó la demandada al resolver la procedencia del ajuste y al aplicar la cantidad del estado de Cuenta folio IN0310642, así como señalar la inconformidad por el cobro excesivo y atípico respecto del servicio del agua, circunstancias de las cuales no se pronunció la autoridad demandada en la resolución que se analiza.
Lo que genera que la Resolución contenida en el oficio con número de Folio **********, fuera emitida violando el principio de congruencia contenido en el artículo 14 Constitucional, dado  que se encuentra dictado en forma incongruente con la solicitud de fecha 06 de junio de 2025, signado por el actor dirigido a la demandada relativo al Reajuste al cobro del recibo de folio IN0310642, con periodo de vencimiento 19/05/2025, que obra fojas 51 de este sumario, lo cual genera  que se encuentre indebidamente motivado, a virtud de que los motivos que se expuso y la transcripción a que del numeral 9 párrafo cuarto del decreto 0059, no corresponden al contenido de la solicitud que hizo el hoy Actor lo que origina por una parte que se hayan desatendido los argumentos de su petición infringiendo el principio de congruencia y exhaustividad que debe contener todo acto o resolución administrativa, lo que vulnera los derechos humanos de audiencia, legalidad  y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Federal; y con las formalidades de fundamentación y motivación que se establecen en los numerales 164 fracciones V y VI y 165 fracciones II y III del Código Procesal Administrativo numerales que a continuación se transcriben: 

Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí

“Artículo 164. Son elementos del acto administrativo:

“…V.  Estar fundado y motivado;

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y

“Artículo 165. Son requisitos del acto administrativo:

“…II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;

“…III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas…”

Es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares, para lo cual deben en su defecto en caso de ser necesario establecer la fundamentación y motivación que garantice el respeto a los principios de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido procedimiento, contemplados en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a efecto de establecer la causa legal del procedimiento y en el caso que nos ocupa del desechamiento del trámite de la parte actora  impugnado.

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus actos y/o resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; ello implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, en congruencia con la conducta infractora, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Sirve de apoyo a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia Época: Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43., que dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado…”

Y la Tesis de Jurisprudencia. Época: Novena Época, Registro: 173565, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Enero de 2007, Materia(s): Común, Tesis: I.6o.C. J/52, Página: 2127. “que refiere: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU DISTINCIÓN ENTRE SU FALTA Y CUANDO ES INDEBIDA. Debe distinguirse entre la falta y la indebida fundamentación y motivación; toda vez que por lo primero se entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una resolución y de las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su emisión; mientras que la diversa hipótesis se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan preceptos legales, pero no son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la autoridad tuvo para dictar la resolución, pero no corresponden al caso específico, objeto de decisión, o bien, cuando no existe adecuación entre los motivos invocados en el acto de autoridad y las normas aplicables a éste.”

Por lo que resulta ilegal  la Resolución contenida en el oficio con número de Folio **********, de fecha 09 de junio de 2025, por las razones antes expuestas. 

Es menester señalar que se advierte de este proceso contencioso, que la parte actora, que también se encuentra contraviniendo el cobro excesivo que refiere se encuentra contenido en el crédito fiscal  del Estado de Cuenta Folio IN0310642, por la cantidad de **********, el cual se analiza a la luz del Principio de Litis Abierta, atentos a lo dispuesto por el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado; antes vertida.

En ese tenor, se debe debe determinar la legalidad o ilegalidad de la determinación del crédito fiscal contenido en el Estado de Cuenta folio IN0310642, visible en fojas 36 de este sumario, emitido por la  autoridad demandada, por concepto del cobro de una contraprestación causada por un derecho por el servicio de agua potable, con el que se pretende cobrar la cantidad antes descrita, en el domicilio propiedad de la actora, por cargo por agua potable, alcantarillado, cargo por redondeo, saneamiento, saldo anterior, recargos, saldo a favor aplicado, varios por cobrar, subtotal, impuesto al valor agregado.
Partiendo de esa premisa, le asiste razón a las accionantes, toda vez que se desprende que la autoridad demandada fue omisa en cumplir con su obligación procesal de acreditar la existencia de los consumos de agua potable que es la base o hecho generador del cobro reclamado; ello en atención al principio que opera en el Juicio Contencioso Administrativo, relativo a las cargas probatorias en materia fiscal, las cuales se distribuyen conforme lo dispuesto por los artículos 236 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y 45 del Código Fiscal del Estado, que a la letra dispone lo siguiente:

“Artículo 236. Cuando se alegue que la resolución administrativa no fue notificada o que lo fue  ilegalmente, siempre que se trate de las impugnables en el juicio, se estará a las reglas siguientes:

“…II. Si el actor manifiesta que no conoce la resolución administrativa que pretende impugnar, así lo expresará en su demanda, señalando la autoridad a quien la atribuye, su notificación o su ejecución.

“…En este caso, al contestar la demanda, la autoridad acompañará constancia de la resolución administrativa y de su notificación, mismas que el actor deberá combatir mediante ampliación de la demanda, y”

“Artículo  45.- Los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones.

“…No obstante lo anterior, los actos de las autoridades gozan de una presunción de legalidad.”

[Énfasis añadido]
Preceptos legales, de los cuales se obtiene que la parte actora al negar  por excesivo  e irreal por que no se ajustan al medidor que le fue instalado en su domicilio, consumo que constituye el hecho generador del crédito fiscal que impugna, consistente en el consumo de agua respectivo, que se contiene en el Estado de Cuenta impugnado; arroja la carga de la prueba a la demandada en términos de los citados numerales, ya que aun cuando dichos actos deben presumirse legales, la autoridad demandada debe probar la legalidad de su actuación con la existencia no solo del acto impugnado en este juicio, sino en su defecto con cualquier medio probatorio que demuestre la legalidad de su actuación, o con la acreditación en este procedimiento de la existencia de los consumos de agua potable base o hecho generador del cobro reclamado, para que el acto impugnado sea válido en ejecución, que se contienen y se desprenden de las lecturas de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma, el cual es llevado a cabo por personal autorizado conforme a la distribución de los usos,  de acuerdo con el artículo 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, formato que queda a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios para cualquier duda o aclaración, para que el acto reclamado sea válida en ejecución; dicho artículo es del tenor literal siguiente: 

“Artículo 221. Los usuarios están obligados a permitir el acceso al personal del prestador de los servicios debidamente acreditado, al lugar o lugares en donde se encuentren instalados los medidores para que tomen lectura de éstos. 

“La lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma o derivación, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, en los términos de la reglamentación respectiva. 

“Quien realice la lectura de los medidores llenará un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, y se expresará la lectura del medidor o la clave de no lectura, en su caso. 

“El formato en el que conste la lectura quedará a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, del que podrán obtener copia en forma gratuita, previa solicitud por escrito.”

Sirve de apoyo la Tesis de Jurisprudencia, Novena Época,  Registro: 168192, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXIX, Enero de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A. J/45, Página: 2364, que dice: 

“CARGA DE LA PRUEBA EN EL JUICIO DE NULIDAD. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD CUANDO LOS DOCUMENTOS QUE CONTENGAN LAS AFIRMACIONES SOBRE LA ILEGALIDAD DE SUS ACTUACIONES OBREN EN LOS EXPEDIENTES ADMINISTRATIVOS QUE AQUÉLLA CONSERVA EN CUSTODIA. El artículo 81 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al juicio de nulidad, establece que el actor está obligado a probar los hechos constitutivos de su acción. Sin embargo, en el ámbito del derecho administrativo opera un principio de excepción que obliga a la autoridad a desvirtuar, inclusive, las afirmaciones sobre la ilegalidad de sus actuaciones que no estén debidamente acreditadas mediante el acompañamiento en autos de los documentos que las contengan, cuando éstos obren en los expedientes administrativos que aquélla conserva en custodia.”

Asimismo sirven de apoyo a lo anterior y por analogía con el tema tratado, los criterios que enseguida se transcriben:

Tesis Aislada con número de Registro No. 182847, Localización: Novena Época, Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XVIII, Noviembre de 2003, Página: 958, Tesis: VI.2o.A.57 A, Materia(s): Administrativa, que a la letra dice: 

 “DOCUMENTOS DETERMINANTES DEL CRÉDITO FISCAL. LA AUTORIDAD DEMANDADA DEBE EXHIBIRLOS EN EL JUICIO DE NULIDAD, INDEFECTIBLEMENTE, AL PRODUCIR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, PARA QUE EL ACTOR PUEDA CONOCERLOS. De acuerdo con el principio de congruencia establecido en el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación y a la tesis aislada sustentada por este tribunal con el número VI.2o.A.26 A, de rubro: "ACTO ADMINISTRATIVO. SI EL ACTOR NIEGA CONOCERLO, LA AUTORIDAD DEMANDADA ESTÁ OBLIGADA A EXHIBIRLO, ASÍ COMO LA CONSTANCIA DE SU NOTIFICACIÓN, AL FORMULAR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, CONFORME LO DISPONEN LOS ARTÍCULOS 209 BIS Y 210 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.", publicada en la página mil setenta y tres, Tomo XIV, octubre de dos mil uno, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, se llega al convencimiento de que si el actor en el juicio de nulidad manifiesta desconocer en su escrito de demanda el origen del adeudo fiscal, los conceptos que lo conforman y su cuantía, la autoridad hacendaria tiene la ineludible obligación de exhibir todos y cada uno de los documentos relativos al momento de formular la contestación de demanda a fin de que, por una parte, se desvirtúe la negativa lisa y llana del actor y, por otra, que éste los conozca y, en su caso, pueda controvertirlos en el escrito de ampliación de la demanda, de modo que de no hacerlo así, se rompe con el principio de igualdad de las partes en el proceso, toda vez que si la demandada presenta las constancias hasta la contestación de la ampliación de la demanda, es inconcuso que para entonces el actor se encuentra impedido para combatirlas, puesto que ningún precepto del Código Fiscal de la Federación permite que haya una segunda ocasión para ampliar el ocurso de demanda, ni que haya una cadena indefinida de réplica y contrarréplica de los litigantes, y la razón fundamental de esto fue la de evitar que se prolonguen innecesariamente los juicios.”

Por analogía el criterio de la Novena Época, Registro: 170712, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Página: 203, que a la letra dice: 

“JUICIO DE NULIDAD. SI EL ACTOR NIEGA CONOCER EL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO, LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA DEBE EXHIBIR CONSTANCIA DE ÉSTE Y DE SU NOTIFICACIÓN. Si bien es cierto que el artículo 68 del Código Fiscal de la Federación contiene el principio de presunción de legalidad de los actos y las resoluciones de las autoridades fiscales, también lo es que el propio precepto establece la excepción consistente en que la autoridad debe probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente. De ahí que el artículo 209 bis, fracción II, del indicado Código, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (cuyo contenido sustancial reproduce el artículo 16, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) disponga que, cuando el actor en el juicio contencioso administrativo niegue conocer el acto administrativo impugnado, porque no le fue notificado o lo fue ilegalmente, así lo debe expresar en su demanda, señalando la autoridad a quien atribuye el acto, su notificación o su ejecución, lo que genera la obligación a cargo de la autoridad correspondiente de exhibir al contestar la demanda, constancia del acto administrativo de que se trate y de su notificación, para que el actor tenga oportunidad de combatirlos en la ampliación de la demanda. Lo anterior, porque al establecerse tal obligación para la autoridad administrativa, el legislador previó la existencia de un derecho a favor del contribuyente, a fin de que durante el procedimiento contencioso administrativo se respete su garantía de audiencia y, por ende, los principios de certidumbre y de seguridad jurídica de los que debe gozar, contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, evitando así que quede sin defensa ante la imposibilidad legal de combatir actos autoritarios de molestia de los que argumenta no tener conocimiento, máxime que según lo ha sostenido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al interpretar los artículos 207 y 210 del mismo ordenamiento fiscal, el Magistrado instructor, al acordar sobre la admisión del escrito por el que se contesta la demanda de nulidad, debe otorgar a la actora el plazo de 20 días para ampliarla, pues de lo contrario se le dejaría en estado de indefensión al proscribir su derecho a controvertir aquellas cuestiones que desconoce o que la demandada introduce en su contestación”

En tal sentido se tiene, que la Autoridad demandada al momento de producir su contestación hace referencia en forma medular que el documento base de  la acción, está fundado y motivado dado que  la cantidad que obra en el estado de cuenta se encuentra basada conforme al consumo realizado por la parte actora, afirmación que pretende justificar con la sola afirmación que vierte en su escrito de contestación de demanda, y las copias certificadas de las hojas de trabajo para la toma de lecturas que se contienen en su  Sistema; 78 de este sumario; así como la confesional expresa consistente en la cada una de las manifestaciones vertidas en el escrito inicial de demanda por el actor.

En esta tesitura, se puede sostener de la contestación de la demanda, que la autoridad pretende con sus afirmaciones subsanar las omisiones detectadas en el acto controvertido, lo que no puede tenerse por satisfecho, en razón de que no resulta válido que se señalen fundamentos y motivos, en un documento distinto al acto impugnado.
Al efecto sirve de apoyo a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia, Época: Séptima Época, Registro: 917740, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice 2000, Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 206, Página: 168, que dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”

Además de que, la autoridad demandada, no puede invocar hechos novedosos ni mejorar los argumentos del acto impugnado al contestar la demanda; lo anterior de conformidad con lo establecido en el artículo 244, tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, razón por la cual, los argumentos que plantea la demandada en su contestación, deben desestimarse por pretender mejorar el acto de autoridad en la Litis contenciosa. 

Refuerza el anterior criterio, por analogía, la jurisprudencia VII.1o.A. J/42 (9a.) del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VIII, Mayo de 2012, Tomo 2, visible en la página 1724, que se inserta a continuación: 

 “SENTENCIAS EN EL JUICIO DE NULIDAD. LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, EN SU DICTADO, NO DEBEN CAMBIAR LAS RAZONES Y FUNDAMENTOS DEL ACTO IMPUGNADO CON MOTIVO DE LO ADUCIDO POR LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA. Atento a los artículos 22, primer párrafo y 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, al emitir sus sentencias en el juicio de nulidad, no deben invocar hechos novedosos ni mejorar los argumentos del acto impugnado con motivo de lo aducido por la autoridad al contestar la demanda, ya que si bien es cierto que ésta tiene el derecho de oponer defensas y excepciones tendientes a sostener la legalidad de aquél, incluso introduciendo argumentos que justifiquen con mayor precisión y detalle los motivos y fundamentos ahí contenidos, también lo es que ello debe acontecer bajo la condición de no variar los originales, pues de lo contrario, deben desestimarse por pretender mejorar el acto autoritario en la Litis contenciosa.”

Ofreciendo como pruebas para justificar la procedencia del cobro impugnado, los siguientes medios de probatorios: la Instrumental de Actuaciones y la Presuncional Legal, Lógica y Humana.
Probanzas que resultan insuficientes para demostrar la existencia de la base o hecho generador del consumo de agua potable que genera el cobro reclamado, a virtud de que las documentales en cita, no son aptas para demostrar tanto las afirmaciones que deduce de la procedencia del consumo de agua que pretende respecto del periodo facturado materia de la litis, ya que son datos que la propia autoridad genera en su Sistema, los cuales son insertados por la propia autoridad sin conocimiento participación del usuario, lo que les resta validez para demostrar sus afirmaciones, aunado a que, de ellas no se desprende dato alguno que demuestre o justifique, que la información alimentada en ese sistema deriva de un documento público emitido por una lectura de los aparatos de medidores para determinar el consumo de agua en el medidor de la parte actora, conforme lo establecido por el numeral 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí. 

Desprendiéndose de las pruebas antes citadas, que ninguna de las documentales en cuestión tratan o arrojan en su contenido algún dato que refieran a las lecturas tomadas en el aparato medidor en el domicilio del promovente, para determinar el consumo de agua de los periodos que se establecen en el estado de cuenta que constituye el acto fiscal impugnado, o bien de la imposibilidad para la toma de lecturas del medidor.

En consecuencia, la autoridad demandada no logró demostrar los hechos que fueron negados lisa y llanamente por las actoras, es decir que éste hayan hecho uso de los servicios de agua potable, drenaje y saneamiento, consumido y/o generado el adeudo total consignado en el estado de cuenta impugnado. 
Aseveración que se corrobora con el acto impugnado, en cuyo contenido se aprecia que la autoridad demandada fue omisa por completo en establecer de manera clara y precisa, la procedencia o conceptos que se determinan en el mismo, lo que deja en estado de indefensión al demandante, al verse afectado de la legalidad que todo acto debe contener, consagrado en los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna.

Cabe señalar que en este juicio la autoridad demandada no aporto probanza alguna tendiente a acreditar, justificar o demostrar que los adeudos del acto que se reclama en este juicio sean consecuencia del acto impugnado en el proceso contencioso antes citado; de ahí lo infundado de su afirmación.
Es menester sostener que la carga de la prueba le corresponde a la autoridad demandada, acorde a los principios de disponibilidad y facilidad probatoria, ya que ese extremo probatorio debe recaer en las propias dependencias u órganos estatales a quienes se vincula con el acto impugnado, en atención a la dificultad que representa para el particular afectado probar la afirmación que hace de la ilegalidad del cobro de los consumos de agua potable que impugna y niega lisa y llanamente haber generado, sobre todo respecto de los diversos documentos que estas tienen bajo sus resguardo en el ejercicio de sus funciones, sin que así lo hubiere hecho la autoridad demandada en este juicio, toda vez que en los autos del presente expediente no existe medio de prueba alguno que demuestre la legalidad del hecho generador del cobro reclamado, máxime que en la ejecutoria de amparo que se cumplimenta se hace el señalamiento que tratándose del artículo 45 del Código Fiscal del Estado, en el caso de que el actor manifieste desconocer el hecho generador del consumo de agua,  los hechos que lo motivan, las autoridades deberán probarlos.

En ese tenor, debe sostenerse que la autoridad demandada fue omisa en acreditar tanto en el crédito fiscal impugnado, como en este procedimiento la existencia del hecho generador del tributo fiscal derivado del servicio de agua y su consumo aplicado a la parte actora, es decir, no demostró que la parte Actora haya generado el consumo de agua durante los periodos establecidos en el acto impugnado, omisión que deja en estado de indefensión a la accionante, y que genera la ilegalidad del acto pues contraviene lo establecido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, al vulnerar los derechos humanos de legalidad y seguridad jurídica, que constituyen la debida fundamenta y motivación del acto.

Sirve de apoyo, la Tesis Aislada, Registro No. 209118, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, XV-I, Febrero de 1995, Página: 235, Tesis: I.3o.A.593 A, Tesis Aislada, Materia(s):Administrativa, que a continuación se transcribe:

“NULIDAD. ES PROCEDENTE LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO ANTE LA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN RESPECTO AL ORIGEN DE LOS CRÉDITOS QUE CONSTITUYEN LA MATERIA DE FONDO DEL ASUNTO. Para saber si se está en los supuestos de la fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, o en los de la fracción IV del mismo artículo, resulta necesario distinguir entre la falta de fundamentación y motivación que se pudiera advertir en la resolución reclamada, que contiene los créditos impugnados, y la falta de fundamentación y motivación de los créditos en sí mismos, cuando ésta se origina con el desconocimiento de los datos, elementos o documentos en que la autoridad se apoya para emitir la misma. En el primer caso, y siempre que la resolución se haya emitido en un procedimiento en el que por su naturaleza el particular hubiera tenido la oportunidad de oponer defensas o excepciones, la omisión de fundar y motivar implica que se afecten las defensas del particular, y que ésta trascienda al resultado de la resolución emitida por la autoridad, por lo que, al cometerse una violación formal, procede declarar la nulidad para el efecto de que se emita una nueva resolución contra la cual el gobernado pueda hacer valer, eventualmente, sus defensas. Sin embargo, en el segundo caso, es decir, cuando la resolución impugnada no ha sido emitida dentro de un procedimiento fiscal y, el contribuyente no tiene conocimiento de los fundamentos y motivos que justifican los créditos fincados en su contra, estamos frente a violaciones de fondo y, por tanto, la nulidad debe ser lisa y llana, pues por un lado los hechos y fundamentos que motivaron los créditos fiscales no fueron conocidos por el interesado, ni quedaron demostrados en cuanto a su existencia jurídica y, por otro lado, no es posible obligar a la autoridad a que haga uso de sus facultades de fiscalización, dado que ésta, en ejercicio de sus atribuciones podrá o no hacerlo. En otras palabras, para que proceda la nulidad para efectos, es menester que no se analice el fondo de la resolución impugnada, es decir, basta con que existan vicios formales en la tramitación o resolución reclamada. En cambio, si se analiza el fondo de la cuestión alegada, y se estima que la resolución en sí misma es ilegal porque no se ajusta a derecho al dictarse en contravención de disposiciones normativas, la nulidad del acto debe ser lisa y llana.”

En este sentido, y toda vez que de conformidad con el artículo 8° del Código Fiscal del Estado, las contribuciones se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la Ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal, y toda vez que en el caso que nos ocupa, la Autoridad Demandada no probó en este juicio que la parte actora realizó el hecho generador del tributo en cuanto al periodo que se establece en el acto impugnado y por los conceptos que si refieren, se determina que no demostró en consecuencia, que haya nacido a su cargo la obligación fiscal que le determinó, por lo que resulta ilegal los créditos fiscales impugnados contenidos en los Estado de Cuenta impugnados, emitidos por la hoy autoridad demandada, por las razones antes expuestas. 


En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en: la  Resolución contenida en el oficio con número de Folio **********, de fecha 09 de junio de 2025, y la determinación del crédito fiscal,  contenido en el Estado de Cuenta folio IN0310642,  por la cantidad de **********, visible en fojas 36 de este sumario, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); decretándose por consecuencia, así como la NULIDAD de los mismos, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.
En ese sentido, en base a los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados; se ordena a la autoridad demandada, los siguientes efectos: 

1.- Cancelar o dar de baja de los controles manuales o informáticos, padrones o cualquier tipo de sistema de control administrativo con que el Organismo cuente, los cobros que se establecen en el Estado de Cuenta Folio  IN0310642,  por la cantidad de ********** aplicables de la demandada.
Haciendo las anotaciones, ajustes o afectaciones contables que sean pertinentes a efecto de que el crédito fiscal que fue materia de esta controversia, sea nulificados, a efecto de que no vuelvan a ser exigidos al accionante, notificándole sobre las acciones que realice.

2.- Emitan un nuevo Estado de Cuenta con número de folio  donde se refleje y se haga constar la baja de los cobros que se establecieron  en esta sentencia.
3.-Informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.

Con base en los numerales 256 y 257 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Sala la prevendrá, por el cumplimiento de la presente sentencia, o en su caso, la requerirá por la ejecución de la misma, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, decretándose la NULIDAD de los mismos, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-
 Rubricas.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

